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Fredy Rivera Vélez*
1. Introducción.

2. Espacios y Poderes Verticales.

La “guerra contra las drogas” aparece como fenómeno histórico en un contexto de asimetría entre los Estados Unidos y los países andinos, lo cual significó para Ecuador que sus políticas antinarcóticos tomen forma y adquieran su sentido contemporáneo en estrecha relación con la interpretación norteamericana del problema de la droga como un asunto de seguridad nacional. (Bonilla, 1996)

Según Bruce Bagley (1991), el jefe de Estado norteamericano, Ronald Reagan, declaró la guerra a las drogas en 1982 para dar una respuesta directa a la creciente epidemia de adicción que atravesaba el país y cumplir con un objetivo urgente de la “seguridad nacional”.

Con más detalle, el proceso de incubación de la estrategia estadounidense para luchar contra las drogas demoró más o menos unos 16 años en adquirir el perfil que muestra actualmente. En este sentido, la primera declaratoria de guerra contra las drogas se la hizo durante la administración del presidente Nixon en 1973, la cual estuvo acompañada de la creación de la DEA. Posteriormente, el mandatario Ronald Reagan vuelve a hacerlo y debido a los exiguos resultados obtenidos hasta ese momento, en 1986 emite una Directiva de Seguridad Nacional declarando que el tráfico de drogas constituía una amenaza “letal” para los Estados Unidos. Finalmente, en 1989, el presidente Bush lanza la Iniciativa Andina, que en principio estaba compuesta de un plan de cinco años y un monto de US$ 2200 millones para desmantelar las organizaciones narcotraficantes, aislar las principales regiones donde se cultiva coca, destruir los laboratorios de procesamiento de drogas y bloquear la entrega de insumos químicos para su producción, a través de asistencia y ayuda económica a Bolivia, Perú y Colombia. (Youngers y Zirnite, 1998)

Pero la “Iniciativa Andina” no se agota en su manifestación inicial e incluso hasta ahora sigue siendo la partitura que marca el compás de las políticas antidrogas norteamericanas; adicionalmente a su vigencia, el mismo año de su lanzamiento, se promulga el Acta de Autorización de Defensa Nacional (NDAA), en donde se designaba la Departamento de Defensa como “agencia principal” encargada de la detección y  monitoreo de cargamentos de drogas ilícitas hacia Estados Unidos, configurando así, dirían Youngers y Zirnite (1998), el comienzo de la militarización de la guerra antinarcóticos.

Retomando el análisis de Bagley (1991) el problema de la estrategia antinarcóticos norteamericana radica en los presupuestos que informan la elaboración de las políticas encaminadas a erradicar el fenómeno de la droga.  En este sentido, las premisas y lógicas del realismo, teoría de las que parten los argumentos estadounidenses contra el narcotráfico, considera que el sistema internacional es una estructura de actores estatales que actúan racionalmente, asumiendo como su principal interés político la seguridad nacional y justificando para su defensa el uso del poder contra el resto de estados nacionales asumidos como hostiles y no cooperativos.

Esta visión del fenómeno conduce inevitablemente a una política exterior norteamericana unilateral, que privilegia la interdicción con acciones destinadas a combatir la oferta de los países productores, desconociendo sin más el carácter interdependiente, multicausal y plural del narcotráfico
. (Bagley, 1991)

En el campo de las relaciones internacionales, este tipo de racionalidad política ha manejado el tema del narcotráfico, incorporando su tratamiento en una agenda de política exterior más amplia de Estados Unidos para América Latina. De esta manera, en el marco de las Cumbres Presidenciales desde Miami hasta Québec, Washington ha propuesto reiterativamente tres ejes fundamentales en torno a los cuales giran sus políticas exteriores hacia el subcontinente  – democracia, liberalización e integración- en donde el narcotráfico ha estado cobijado bajo el término democracia. (Bonilla, 2001)

De lo anterior se desprende que, la agenda política de Estados Unidos hacia Ecuador enfatiza el mantenimiento y consolidación de la democracia; no obstante, el procesamiento de los temas de seguridad y narcotráfico revisten una importancia específica, debido a que éstos son vinculados a problemas de gobernabilidad interna, pero sin perder su estatuto de temas transnacionales desde la visión de Washington. (Bonilla, 2002)

En este contexto, la aproximación de Estados Unidos al narcotráfico ha estado inspirada en una visión regional que procura perfilar conductas cooperativas de los países andinos en términos de seguridad; sin embargo, la necesidad de establecer mecanismos bilaterales de ejecución, ha producido una fragmentación en las formas de evaluar las políticas antinarcóticos en cada país. El fracaso de la intención norteamericana de generar regímenes internacionales de seguridad cooperativos se debe principalmente a la dinámica impuesta por el sistema de castigos y recompensas con el que Washington conduce su política exterior hacia América Latina. (Bonilla, 2001)

En esas condiciones, las presiones ejercidas mediante la “certificación”, el sistema de preferencias arancelarias y las potenciales sanciones económicas que Estados Unidos decida imponer a un país determinado, si bien son mecanismos de poder que hasta ahora le han funcionado, su efectividad se encuentra limitada por los tiempos impuestos en cada país ceder a sus requerimientos.

En este escenario, el gobierno ecuatoriano fue proactivo únicamente en el manejo del conflicto con el Perú, en el resto de temas, entre ellos el narcotráfico, su agenda política exterior ha sido esencialmente reactiva respecto a los intereses estadounidenses, dinámica que esta anclada en el tipo de relación específica entre Estados Unidos y la Región Andina, que consiste en una subordinación de las agendas particulares de estos países a los lineamientos planteados por Washington. (Franco, 1998)   

Según Barreiro (2002) una vez resuelto el problema fronterizo con el Perú, la agenda política exterior de Ecuador ha mostrado una marcada orientación hacia temas económicos y comerciales, acogiendo los aspectos del narcotráfico y democracia como condicionamientos antes que intereses prioritarios. Lo que ha ocasionado que Ecuador someta su relación comercial a una contraprestación directa y física para las estrategias norteamericanas de combate al narcotráfico y al terrorismo.

Sin embargo, no se debe olvidar que el caso del narcotráfico en Ecuador evidencia una predisposición común que atraviesa a la mayoría de agentes sociales – dominantes y dominados- con un conjunto de valores, que sin ser los mismos que los estadounidenses, producen efectos políticos similares y visiones parecidas del problema en todos los niveles. (Bonilla, 1998)

De allí que, fenómeno de la droga en Ecuador tenga la misma forma, alcance y contenido, como similares opciones de resolución del problema que los surgidos de los criterios interpretativos del gobierno de Estados Unidos. (Tokatlian, 1989) 

Para Bonilla (1993) esto se debe a que la asimilación del narcotráfico en Ecuador es el producto de un proceso de construcción de consenso hegemónico que durante la década de los ochenta articuló la percepción de seguridad estadounidense en América Latina; lo que debido a la capacidad del Estado de (re)producir e imponer las categorías de pensamiento que aplicamos espontáneamente a cualquier cosa, permitió la incorporación de este fenómeno de distinto origen histórico y social
.     

Por esta razón, el narcotráfico es percibido en el país como un “mal perverso” que esta flagelando a la sociedad y  que además constituye una amenaza inminente que atenta contra la seguridad nacional. En consecuencia, al margen de la imposición de escenarios de negociación política internacional y los intereses de parte y parte que se jueguen en él, la discusión sobre la lucha contra las drogas entre estos Estados Unidos y Ecuador se realiza bajo una retórica común derivada del “consenso restringido” existente sobre el tema
.

Adicionalmente a esta característica del tratamiento dado en Ecuador al narcotráfico, es preciso añadir a esta reflexión que las relaciones internacionales no se realizan única y exclusivamente entre los Estados como sujetos unitarios y racionales; error en el que caen frecuentemente las interpretaciones realistas del campo de política exterior, sino que éstas se desarrollan en varios niveles de interacción, que si no son tomados en cuenta se corre el riesgo de invisibilizar agendas más específicas que en el caso de los países en donde la institucionalidad estatal es muy débil, como es el caso ecuatoriano, cuentan con mecanismos propios de procesamiento y seguimiento
. (Bonilla, 1998)

En este sentido, las relaciones bilaterales y multilaterales de Ecuador con Estados Unidos se producen en forma de “bucle”; es decir, en niveles que relacionan actores, espacios y poderes distintos pero conectados entre sí. Una prueba de este tipo de relaciones en bucle se evidencia en la importancia que tienen para las agencias de seguridad norteamericanas sus nexos con sus contrapartes en América del Sur, para mantener posiciones o acceder en la jerarquía institucional de la “guerra contra las drogas” en su país.

Para el Ecuador, si bien este tipo de relaciones de cooperación y coordinación representan un aspecto importante en la configuración y distribución del poder específico que determina las posiciones del campo de lucha antinarcóticos nacional, al mismo tiempo se ha constituido una de las cuestiones que más problemas generan en términos de conflicto y desempeño institucional.
 

Por otro lado, la ejecución del Plan Colombia ha prefigurado un nuevo escenario de la política internacional para América Latina, en donde Ecuador se ha visto cada vez más articulado al eje político conformado por Washington y Bogotá, y cada vez más distante del Cono Sur
.

En este sentido, según Tokatlian (2001) la división entre una América de Norte desde Alaska hasta Panamá, compuesta por Centroamérica, el Caribe insular, México, Canadá y Estados Unidos, y una ambigua América de Sur desde Colombia hasta Argentina, con una relativa mayor autonomía comercial, financiera y diplomática respecto de Washington son cosa del pasado. Al entrar el siglo XXI América del Sur se ve dividida ella misma en dos, por un lado los Andes y el Cono sur por otro.

En este contexto, Clinton y Pastrana, además de reunirse en Cartagena (2000) para impulsar el Plan Colombia y con éste justificar la militarización y regionalización del conflicto colombiano y la lucha contra el narcotráfico en el marco de un proceso de paz, pusieron de manifiesto que desde el final de la Guerra Fría las intenciones de Washington son extender su esfera de influencia hasta el vértice andino del continente sudamericano. (Tokatlian, 2001)   

En relación con lo anterior, la situación actual evidencia una consolidación del mencionado eje Washington - Bogotá, pero esta vez la nueva pareja, Bush, el segundo y Uribe, si bien han decidido mantener la estrategia de militarizar y regionalizar el conflicto colombiano y  atacar a su inseparable compañero el narcotráfico, la orientación de las acciones esta vez no busca encontrar ninguna salida pacífica al problema, sino que ahora se apuesta completamente a la confrontación armada.        

Desde esta perspectiva, es posible afirmar que para Ecuador en el campo de la política internacional el narcotráfico adquiere una relevancia especial en sus relaciones con Estados Unidos desde la finalización del conflicto limítrofe con el Perú (1998), la firma del Acuerdo de la Base de Manta con Washington y la ejecución del Plan Colombia. 

Esto se infiere además porque, el narcotráfico comparte con el conflicto colombiano las prioridades de la agenda de seguridad de nacional y últimamente ha sido uno de los temas que más tensiones políticas han generado directa o indirectamente a las relaciones bilaterales entre Ecuador y Estados Unidos
 (Gómez, 2002). En el plano nacional, la Base Manta ha sido interpretada por varios actores sociales como un tipo de cooperación que compromete directamente al país en la lucha antinarcóticos, puesto que, independientemente de que se trata de una base encargada de monitorear sembríos e información respecto a las operaciones de las redes del narcotráfico, constituye un centro de operaciones colindante al teatro de operaciones en donde se libra la guerra “antinarcoguerrillera”, según la nomenclatura de Washington. 

Sumando a esto, para Verónica Gómez (2002) la Base de Manta es un tema absolutamente sensible para Ecuador debido a que los acontecimientos del 11 de septiembre podrían hacer que Estados Unidos presiones una (re)negociación del Acuerdo que le permita extender sus actividades a operaciones contra el terrorismo. Lo que aumentaría el riesgo para el país ya que los grupos violentos de Colombia han sido calificados por el Departamento de Estado norteamericano como grupos terroristas lo que traería como consecuencia que la Base se convierta  muy probablemente en un objetivo estratégico para ellos.

Por lo delicado y complejo de este tema se ha destinado una parte de este trabajo a la reflexión sobre los componentes de seguridad de la “guerra contra las drogas”. Sin embargo, es innegable que los atentados del 11 de septiembre aportan elementos nuevos para el análisis de la “lucha contra las drogas”, que en el plano de la política de seguridad internacional constituyen un punto de inflexión en el Orden Mundial que definió el periodo de Posguerra Fría. (Leal Buitrago, 2002)

Por último, es necesario incorporar en los espacios y poderes verticales del narcotráfico dos niveles de las relaciones exteriores ecuatorianas que condicionan la posición del país en el plano internacional del continente. El primero se refiere a las relaciones del Ecuador con los demás países andinos y en particular con la Comunidad Andina de Naciones. El segundo nivel de análisis corresponde a las relaciones entre el Estado ecuatoriano y colombiano.

La política internacional de los países andinos en relación con el narcotráfico siempre ha estado tutelada por Estados Unidos debido al tipo de poder hegemónico que este país ejerce sobre la región
; sin embargo, por las razones anteriormente señaladas cada Estado ha procesado los requerimientos norteamericanos de forma diferente, pero la dirección de sus respuestas siempre ha estado orientada por las coordenadas estadounidenses. 

Los países andinos no cuentan con una política exterior que no este definida por la relación bilateral que cada uno mantiene con Estados Unidos, los intentos por elaborar una agenda conjunta se ven entorpecidos por la debilidad institucional de sus procesos de integración y por el peligro que reviste oponerse a las políticas norteamericanas a la hora de negociar con el sistema financiero internacional.

En el marco de la Comunidad Andina de Naciones los instrumentos jurídicos que informan legalmente el campo de la lucha contra las drogas en el nivel regional reproducen el acento puesto en el control de la producción, armonización de las legislaciones y la capacitación de las distintas instancias estatales.
 

Esto no implica que las visiones del fenómeno en la perspectiva de cada uno de los países compartan algún tipo de convergencia en las maneras de procesamiento institucional que de dan las tema de las drogas internamente. Las razones principales son como ya se dijo las instancias de negociación política que la región tiene con Estado Unidos y  que cada país cumple diferentes funciones en la economía política del narcotráfico. (Bonilla, 1991; Paez, 1991)

Lo que sí es evidente en esta dimensión de las relaciones internacionales es una preocupación por parte de del gobierno ecuatoriano por el tema de seguridad. En este sentido, un punto en donde se ha enfatizado mucho es el vinculado con las fumigaciones que están afectando a las zonas de frontera. Además en este tema es en el que más han participado las organizaciones de la sociedad civil en el control y monitoreo de los efectos del Plan Colombia.
 

En este mismo aspecto – el de la seguridad- el Ecuador se ha pronunciado solicitando ayuda a los Estados Unidos para enfrentar los efectos del Plan Colombia en las zonas de frontera, acentuando la prioridad de la vigilancia y control, asistencia para los desplazados y refugiados, y para programa para desarrollo económico. (Segovia, 2002)

En el marco de las relaciones entre el Estado ecuatoriano y el colombiano el narcotráfico ha estado ligado por lo general a los temas de seguridad derivados del conflicto interno de ese país. En este sentido, se han mantenido reuniones de alto nivel sobre asuntos fronterizos, en las cuales las coincidencias en relación con el narcotráfico han girado en torno a cuestiones relativas a la seguridad fronteriza, migraciones forzosas y desarrollo alternativo; sin embargo, un punto muy significativo surgido en estos encuentros fue el compromiso de presentar una solicitud conjunta a Estados Unidos por parte de los gobiernos de Ecuador y Colombia para que se incremente el apoyo para la región norte del Ecuador.
  

Para terminar, la importancia que las autoridades le dan a la frontera norte se debe básicamente a las preocupaciones que ésta reviste para la seguridad nacional; no obstante, debido a lo fuertemente permeadas que se encuentra la relación entre Ecuador y Colombia por parte de Estado Unidos, el tema del narcotráfico poco a poco esta siendo encapsulado en la retórica antiterrorista, lo que puede traer consecuencias impredecibles e incontrolables para el país; por otro lado, estos procesos corren paralelos a otros en donde también Estados Unidos lleva la batuta, entre ellos está la conformación de un área de libre comercio para las Américas prevista para el 2005. En estas condiciones, que han sido denominadas como un intento de (re)hegemonización de Estados Unidos sobre el hemisferio se encuentra el Ecuador a la deriva.

3. Espacios y Poderes Horizontales.

En Ecuador no se cultiva  hoja de coca, tampoco se produce cocaína u otras drogas ilegales en cantidades suficientes para la exportación; no obstante, el país se encuentra integrado a la dinámica del narcotráfico en el ámbito regional andino en dos aspectos. Por un lado, se articula funcionalmente a la industria del narcotráfico como país de transito, mercado de precursores químicos y estación de lavado de dinero. Por otro lado, el Estado ecuatoriano participa desde su inicio en la “guerra contra las drogas” que busca combatir este fenómeno. (Bonilla, 1993; Páez, 1994)

El Ecuador no cultiva coca, entre otras razones, porque los cultivos para uso ritual y tradicional fueron erradicados en el siglo XVI en la Real Audiencia de Quito por cuestiones estructurales de la economía colonial; mientras que en Ecuador se erradicó la coca, en Perú y Bolivia, más bien ésta se institucionalizó en el mercado debido a las necesidades de reproducción de la mano de obra indígena en la minería. (Bonilla, 1991; 1993)

En este sentido, en el Ecuador no han existido sectores sociales que posean una tradición cultural cocalera y un conocimiento agronómico para desarrollar una producción sostenida de la hoja. Por otro lado, los pocos asentamientos poblacionales en los lugares en donde se podía cultivar la hoja de coca hasta entrada ya la década de los noventa, se componían principalmente de colonos itinerantes, que de realizar actividades relacionadas con la producción de coca lo hacían como una práctica económica complementaria, debido a que las ínfimas extensiones de suelo dedicadas al cultivo en Ecuador no representaban una posibilidad real de subsistencia. (Rivera, 1991) 

Por esas condiciones y no por la eficacia de la estrategia antinarcóticos estadounidense, es que en Ecuador no existe un problema real en estas categorías, como evidencia que durante el año 2001 la Política y el Ejercito sólo hayan encontrado tres lugares en la provincia de Sucumbíos cultivados con hoja de coca, que sumados equivale a 5.5 hectáreas de terreno. En relación con la producción las autoridades destruyeron durante el año 4 pequeños laboratorios de refinamiento de cocaína. 
                         

En el marco de las funciones que cumple el Ecuador en la economía política del narcotráfico, Cuesta y Trujillo (1999) sostienen que el territorio ecuatoriano es un punto de conexión del tráfico de cocaína con mercados internacionales y señalan que las principales vías para transportar la droga son: la carretera panamericana y los puertos de Manta y Guayaquil. Los aeropuertos internacionales más bien serían utilizados por traficantes de pequeña escasa. 

Sobre la participación del Ecuador como sitio de abastecimiento de precursores químicos para el narcotráfico los mismos autores dicen en su trabajo que los insumos necesarios para el proceso de producción de cocaína son importados directamente desde Europa  y que a pesar de los controles y restricciones éstos abastecen las necesidades de la industria de las drogas. De todos modos, debido a que es posible sustituir ciertos precursores con productos alternativos sin alterar el resultado final, las redes narcotraficantes pueden recurrir al mercado ecuatoriano para minimizar los controles pertinentes.   (Cuesta y Trujillo, 1999) 

En este sentido, Romero, (1990) estima que hay siete vías de transito a lo largo de la frontera norte de Ecuador que sirven para abastecer a la industria del narcotráfico de acetona, gasolina, cemento, sosa cáustica, asido sulfúrico y clorhídrico, entre otras sustancias. Adriana Rossi (1996) recoge estos datos, mencionando tres zonas críticas: La frontera amazónica que tiene numerosos pasos de frontera no controlados, en Carchi que existen varios puntos de abastecimiento clandestino y los vínculos fluviales y marítimos en la provincia de Esmeraldas. (Páez, 2000)      

En lo referente al lavado de dinero, la dolarización ha configurado un nuevo escenario de relaciones económicas, comerciales y financieras para el Ecuador tanto en el ámbito nacional como en el internacional. Por esto, el fenómeno del lavado de dinero adquiere características peculiares que desbordan las capacidades explicativas de este ensayo; no obstante, igual que hace diez años, los trabajos especializados sobre lavado de dinero en país han sido muy escasos y la mayor parte de la literatura han sido realizada en el campo periodístico.
 (Carrera, 1994) 

Además, el abordaje de este tema requiere de instrumentos de análisis muy sofisticados, así como de información que en muchos casos no esta a la disposición de los interesados por la propia naturaleza ilegal de este tipo de empresa. Sin embargo, los datos disponibles apuntan a que esta actividad está sobredimensionada y que se ajusta a lo que se ha denominado “inflación paranoica”. La que estaría guiada por los beneficios económicos y políticos que provenientes de la ayuda de Estados Unidos a la lucha antinarcóticos en la región. (Paez, 1990; Cuesta y Trujillo, 1999)

Por otro lado, desde que se puso en marcha las tareas de fumigación previstas en el Plan Colombia en el departamento de Putumayo y se intensificó el conflicto colombiano por esta misma causa, un fenómeno nuevo se ha presentado en la frontera norte ecuatoriana. Este problema se relaciona con del “desempleo” que ha ocasionado la desestructuración de sistemas de movilidad laboral y comercial fronteriza que incluían ciclos de migraciones al lado colombiano para trabajar en plantaciones de coca y en pequeños laboratorios clandestinos. 

Esta vinculación de colonos ecuatorianos al circuito industrial del narcotráfico es conocida por la mayoría de habitantes del nororiente de la amazonía. Según Alexei Páez (2000) este fenómeno se debe principalmente a que muchos colonos ven que el trabajo en sus fincas no resulta rentable y la zona carece de redes de comercialización para sus productos, así como del apoyo técnico y crediticio por parte del Estado. Adicionalmente, la presencia del Estado ecuatoriano en las zonas de frontera y especialmente en la amazonía ha tenido una constante negatividad. Por lo general se ha delegado sus funciones a los misioneros, petroleros, militares, organismos de ayuda internacional, para que doten las necesidades básicas de estas poblaciones.     

Hasta el momento no se ha investigado este tema y se desconocen totalmente la relación que tiene con los proyectos de desarrollo alternativo contemplados en los paquetes de ayuda internacional hacia Ecuador, a pesar de constituir uno de las consecuencias sociales del Plan Colombia que más esta afectando a las poblaciones fronterizas y que para el Estado se ha convertido en una amenaza seria para su seguridad nacional y ciudadana, debido a la vulnerabilidad de la zona y la poca presencia institucional de gobierno.       

En cuanto al segundo aspecto que articula al país en esta dinámica regional, el gobierno ecuatoriano en la “guerra contra las drogas” siempre “ha hecho lo que se le ha dicho”. Incluso, la actitud de la sociedad  ha estado fuertemente marcada por una predisposición ha considerar que este problema necesariamente debe ser enfrentado con políticas de control y represión. (Bonilla, 1993)

Esta economía moral del narcotráfico ha estado acompañada de una recepción acrítica de los requerimientos norteamericanos por parte de las autoridades ecuatorianas sobre el endurecimiento de las penas contra el narcotráfico. En 1991 se promulgo una ley que sancionaba con 25 años de cárcel todas las actividades relacionas con la droga y no fue sino hasta  1996 que se descriminalizó el consumo de sustancias estupefacientes. Lo curioso de esta sanción radica en que hasta este año era la pena más dura que podía imponerse a un delincuente en el Ecuador, inclusive por encima de asesinato.
     

Los temores que ha suscitado la ejecución del Plan Colombia y el Acuerdo de la Base de Manta, ha hecho que muchas organizaciones de la sociedad civil se pronuncien en contra de la participación activa del Ecuador en operaciones militares que no estén destinadas estrictamente a proteger las fronteras nacionales; sin embargo, nunca se ha cuestionado sí realmente la droga es un problema real para el Estado y la sociedad ecuatoriana, por el contrario, se asume espontáneamente como una amenaza a la seguridad y a la moral colectivas.
 

En consecuencia las posiciones “críticas” de la lucha antinarcóticos se inscriben en discursos que cuestionan los procedimientos utilizados para combatirla o en una retórica que justifica la participación de la gente “pobre” en el proceso de producción por las condiciones de relegación económica y social de las zonas fronterizas.            

En este contexto, la posición del gobierno ecuatoriano frente al Plan Colombia ha oscilado entre una conducta complaciente con los intereses de sus impulsores, Estados Unidos y Colombia, y una actitud preocupadamente pragmática que le permita conseguir recursos políticos y económicos en el sistema internacional. 

Bajo este esquema de negociación el Ecuador recibió en el año 2001 veinte millones de dólares procedentes de un fondo suplementario del Plan Colombia, cuando ese año su paquete de ayuda económica estaba presupuestado en US$ 2.200.

Por su parte, los movimientos sociales, las organizaciones de derechos humanos y cuerpos ecológicos se han pronunciado en contra de cualquier tipo de involucramiento del Ecuador en acciones derivadas del Plan Colombia debido a los efectos negativos que esto produciría en el país.  Las acciones de estos actores se han orientado, dependiendo de la naturaleza de la organización, hacia tres temas específicos. El primero se refiere a las repercusiones que el Plan Colombia genera en términos de seguridad, el segundo se enmarca en acciones destinadas a denunciar violaciones de derechos humanos por parte de agencias policiales y militares ecuatorianas y el tercero se ha concentrado en los efectos nocivos que han producido las fumigaciones en el Putumayo.

Ligado al Plan Colombia, la Base de Manta es una arista que marca significativamente la participación del Ecuador en la lucha antinarcóticos. Esto se hace patente cuantitativamente en el incremento de la asistencia que Estados Unidos ha canalizado hacia el país en los últimos años. Los datos indican que los recursos asignados por el INL a Ecuador en el año 2000 sumaban un total de US$1.200 millones, US$2200 millones en el 2001, US$ 25.000 millones para el 2002 y US$ 37000 millones para el año 2003. Hay que tomar en cuanta que al monto del 2001 se debe sumar US 20.000 millones correspondientes a un fondo suplementario del Plan Colombia.

En términos generales, estas cifras son un indicador, por lo menos desde la visión y el bolsillo de Washington, de un mayor involucramiento cooperativo del Ecuador en la “guerra contra las drogas”. En este sentido, si bien no hay tropas ecuatorianas o estadounidenses en combate; la información, inteligencia aérea y respaldo logístico que la Base de Manta presta a las agencias antinarcóticos estadounidenses, asigna al Ecuador una responsabilidad sobre las acciones desplegadas desde este centro de operaciones. (Ramírez y Rivera, 2002)

Las connotaciones que implica la presencia de un FOL
 en territorio nacional a partir del contexto impuesto por los atentados del 11 de septiembre en Estados Unidos, puede constituirse para el país en una amenaza real en términos de seguridad, debido la posibilidad que actores violentos de Colombia o incluso por redes terroristas internacionales interpreten la Base como un  objetivo estratégico. 

Cuando se examina el panorama desde esta perspectiva se puede considerar que el Ecuador ha adquirido un cierto “protagonismo” en la lucha contra la droga en el nivel regional. Más aún, si se toma en cuanta que el Plan Colombia esta en manos de dos presidentes que legitiman su poder en un principio de autoridad que define la “gobernabilidad” como un tipo de consenso sin conflicto, excluyendo de esta manera automáticamente toda posibilidad real de participación democrática. 

Por estas razones, la hipótesis que considera que el papel actual del Ecuador no ha sufrido grandes cambios y que más bien las preocupaciones se derivan de la visibilidad política que conllevan Acuerdos como el de la Base de Manta o la ejecución de estrategias como las del Plan Colombia, queda prácticamente desvirtuada.

Sin embargo, es necesario matizar la argumentación anterior, considerando que la agenda antinarcóticos estadounidense es una estrategia de largo aliento e inspirada en una visión regional. Además, en Ecuador antes de la Base de Manta y la Ejecución del Plan Colombia ya existía un radar norteamericano en Nueva Loja y en el aeropuerto del Coca aterrizaban constantemente aviones norteamericanos. 

Esto, sumado la presencia de personal militar estadounidense en la base militar del Coca y que la Base de Manta y el Plan Colombia tienen como antecedente la perdida del FOL de Estados Unidos en Panamá, aporta otros elementos al análisis que deben ser tomados en cuanta.

Haciendo un balance de los datos cuantitativos que se manejan en esta investigación y estimando los niveles de hermetismo con los que se han manejado las agencias de seguridad respecto al Acuerdo sobre Manta, así como el constante seguimiento realizado por el Comando Sur de las acciones que esta instalación realiza en materia de interdicción, permiten inclinar el peso de las pruebas hacia los argumentos que consideran que Ecuador esta asumiendo ciertas responsabilidades en la lucha antinarcóticos que no tenía anteriormente.      

Al margen de estas consideraciones que serán tratadas con más detenimiento en el próximo punto de este ensayo por la importancia que tienen, la Base de Manta e incluso los montos de los paquetes de asistencia para seguridad hacia Ecuador no evidencian un cambio en la aproximación al fenómeno del narcotráfico que Estados Unidos ha mantenido durante los últimos 25 años, pero en términos estratégicos y de participación política ecuatoriana en la guerra antinarcóticos constituyen una muestra de una (re)configuración del teatro de operaciones, cuyas consecuencias no están muy claras todavía para ser analizadas.  

Un ultimo punto que necesita ser tomado en cuanta en esta sección constituye el  fenómeno de las migraciones forzadas de Colombia hacia Ecuador. El desplazamiento forzoso de ciudadanos colombianos por cuestiones vinculadas a la violencia social generada por la guerra al narcotráfico y a los grupos guerrilleros hacia territorio ecuatoriano se incrementa sustancialmente desde la ejecución del Plan Colombia. Según datos del INEC se estima que un 30% de la inmigración colombiana desde..... se produjo a partir de 1998.
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